
INICIATIVA  CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN IX AL 

ARTÍCULO 151 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

La que suscribe, Tania Margarita Morgan Navarrete, Diputada Federal de la LXII Legislatura, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en la fracción II del artículo 

71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados,  someto a consideración de esta Honorable Cámara de Diputados, la 

siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona una fracción IX al artículo 151 de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta. 

E X P O S I C I O N   D E   M O T I V O S 

El sistema tributario mexicano se ha caracterizado desde sus inicios por contar con gran número de impuestos. No 

obstante, la efectividad recaudatoria ha sido mínima fundamentalmente por los conflictos internos que habían 

agobiado al país desde la independencia hasta el final de la revolución. Y no es antes, sino a partir de entonces, 

cuando dicho Sistema comenzó a modernizarse a través de la Constitución Política de 1917. 

Es sabido que los impuestos, como mecanismo utilizado por las Administraciones Públicas, no tienen como único 

fin el sostenimiento de las cargas públicas, sino que además pueden perseguir otros fines. Entre ellos podemos 

incluir aquellos relacionados con los instrumentos de la política económica general y atender a los principios y 

fines contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). De esta manera, los 

impuestos como herramientas, sin abandonar su capacidad recaudatoria, también pueden perseguir la consecución 

de otros fines, y por supuesto, ayudar al desarrollo de otros preceptos constitucionales. 

Dentro de estos, podemos recoger el derecho humano a la educación, al que se refiere el artículo 3° de nuestra 

Carta Magna, donde se enuncia el principio general de que todo individuo tiene derecho a recibirla. 

La educación es una herramienta fundamental para adquirir, transmitir y acrecentar la cultura; es un proceso 

permanente que contribuye al constante desarrollo del individuo y a la transformación de la sociedad desde todos 

sus ámbitos, al mismo tiempo de ser un factor determinante para la adquisición de riqueza intelectual que coadyuva 

al pleno acrecentamiento progresivo del Estado. 

Es también, un engranaje cultural necesario e importante que posee el ser humano para aprender y desenvolverse 

en diversas materias inherentes a sí mismo. Por medio de ésta, conocemos cómo actuar y comportarnos en 

sociedad. Es un proceso en el que actúa el hombre, el cual le permite insertarse de manera efectiva en la sociedad y 

mantener el proceso continuo de aprendizaje. 

En la actualidad existen diversos ámbitos en los cuales recibimos educación, entre ellos la educación formal, 

informal y no formal. El primero de ellos, ha pasado a ser fundamental para todo individuo en su desarrollo 

profesional, pues se encuentra constituido por la educación que imparten las instituciones, con base en 

conocimientos teóricos y prácticos. 

Dicho de otro modo, la educación ha venido siendo uno de los principales ejes rectores dentro del progreso de una 

sociedad, por lo que se deben reconocer las fallas estructurales que el sistema educativo enfrenta ante la 

insuficiencia de recursos en detrimento de las expectativas de desarrollo de jóvenes aspirantes a recibir una 

educación instructiva y profesional. De esta manera será posible rediseñar los cimientos que han de ser 

implementados por políticas públicas que ayuden y refuercen el desarrollo progresivo de nuestro sistema 

educativo. Como ejemplo de ello, podríamos citar la reciente aprobación de la Reforma Educativa, misma que 

causó la polarización de diferentes ideologías políticas y del propio sector; sin embargo, con la aprobación de las 

leyes secundarias en la materia, las expectativas de mejora y crecimiento son altas. No puede haber más excusas 

para que los mexicanos reciban una verdadera educación de calidad. 



Está de más mencionar que el progreso de una nación reside en la fortaleza de la estructura de su sistema educativo 

en todos sus niveles, particularmente en los niveles superiores. Pues para alcanzar el progreso y desarrollo del país 

es necesario contar con  soportes firmes de una buena educación. De otro modo, la ausencia de éstos conduciría a 

un estancamiento económico y social. 

En los últimos años, México ha comenzado a transitar por un camino plagado de transformaciones estratégicas en 

su sistema educativo; desde nuevas disciplinas que incursionan en la oferta educativa y nuevas modalidades con las 

que se fortalece la educación a distancia y la utilización de tecnologías de la información, hasta reformas 

estructurales que habrán de favorecer la calidad instructiva que reciben aquellos de menor edad. 

Por otro lado, aún subsiste el desafío por garantizar una educación profesional equitativa para todos los mexicanos, 

ya que muy pocos pueden acceder a un nivel de escolaridad superior y por ende, aspirar a insertarse en el mercado 

laboral, contando con posgrados de maestría o doctorado. 

Por citar un ejemplo que evidencia lo anterior, un estudio diferente hecho por el Ranking Nacional de Ciencia, 

Tecnología e Innovación, revela que en el país sólo hay 907 mil 816 personas mayores de 18 años con posgrado, de 

una población superior a los 75 millones. Es decir, sólo el 1.2% de la población mexicana cuenta con un posgrado. 

Por otro lado, según datos presentados en 2013, en el primer informe de gobierno del Ejecutivo, la matrícula en 

educación superior fue de 3.3 millones de alumnos en la modalidad escolarizada de los niveles de licenciatura y 

posgrado, alcanzando una participación de 9.4% del sistema educativo nacional. Particularmente, la matrícula 

escolarizada de licenciatura fue de 3.1 millones de estudiantes alcanzando una cobertura de 28.6%, en relación con 

el grupo de edad de 18 a 22 años. 

También debe considerarse el caso de aquellos jóvenes que, dada la necesidad económica de sus familias y su 

propio anhelo por prepararse en instituciones privadas, eligen estudiar y trabajar al mismo tiempo. 

Dicho lo anterior, se puede sintetizar que la mayoría de jóvenes no siguen estudiando con razón de que se ven 

obligados a colaborar con la economía familiar, por lo que muchas veces no cuentan con el tiempo y recursos 

necesarios para que, al haber concluido la licenciatura, continúen la profesionalización, pues es ésta la llave 

principal para acceder a mejores oportunidades y condiciones laborales. 

Lo anterior se demuestra en el estudio “Panorama Educativo de México 2009”, elaborado por el Instituto Nacional 

para la Evaluación de la Educación (INEE), en donde se refleja que los jóvenes tienden a acceder a empleos mejor 

remunerados a medida que sus logros educativos son mayores. Así, para los jóvenes de 20 a 24 años, contar con la 

educación superior significó tener entre 36% y 41% más salario que los que sólo cuentan con la escolaridad básica 

y media superior. El estudio también revela que, conforme los jóvenes logran mayor nivel de escolarización, 

disminuyen sus jornadas laborales y aumentan su probabilidad de seguridad en el empleo.  

De otro modo, de acuerdo con la División de Innovación y Meditación del Progreso de la Educación de la OCDE, 

la tasa de empleo en México aumenta según el nivel educativo de las personas de 62% entre quienes tienen 

estudios de secundaria e inferiores,  de 71% con educación media superior y de 79% con educación universitaria o 

superior. 

En el México actual es prácticamente difícil encontrar alguna figura tributaria que permita la articulación de un 

beneficio fiscal; son pocos los artículos, estudios, publicaciones y/o exposiciones realizados en base a regular o 

equilibrar las deducciones económicas para aquellos que son trabajadores del sector formal y que, por lo tanto, 

soportan la mayor carga económica de este país, al tiempo de que también tienen la ardua oportunidad de invertir 

en su educación. 

No fue hasta el 15 de Febrero de 2011 que el Expresidente Felipe Calderón Hinojosa,  presentó el Decreto por el 

que se otorga un estímulo fiscal a las personas físicas en relación con los pagos por servicios educativos; gracias al 

cual se hizo posible la deducción anual del Impuesto Sobre la Renta por el concepto de pagos por servicios de 



enseñanza correspondientes a los tipos de educación básica y media superior reconocidos en la Ley General de 

Educación. 

Es de significativa importancia hacer hincapié en que, aunque exista ya el estímulo fiscal para poder deducir del 

impuesto anual sobre la renta, los pagos de colegiatura en los niveles de escolaridad obligatorios ya mencionados 

anteriormente, es necesario un instrumento que permita la deducción sobre los pagos de colegiatura de la 

educación superior correspondiente a los niveles de escolaridad de licenciatura y posgrado (maestría y doctorado). 

Pues hay una urgente necesidad por insertar a nuestros jóvenes en el mercado laboral a través de distintos 

mecanismos; incluidos los fiscales, mismos que propiciarían el desarrollo profesional de los mexicanos al tiempo 

de brindar facilidades y alicientes necesarios para que puedan continuar con su profesionalización y ello 

incremente su inserción en el mercado laboral. 

Según un estudio de la OCDE, entre los 34 países que conforman la organización, México tiene el tercer porcentaje 

más alto de jóvenes no insertados en el ámbito laboral, es decir, que no estudian ni trabajan. Pues el rezago 

educativo entre la población de más de 15 años ha aumentado considerablemente el riesgo de desvinculación, tanto 

de la educación, como del mercado laboral entre los jóvenes que de por sí, ya es grande. 

También haciendo referencia a la OCDE, en su informe “Panorama de la educación 2013”, se revela que en 2011 

el 24.7 por ciento de los jóvenes de 15 a 29 años se catalogaron como “ninis”. 

El fenómeno de los “ninis” se ha visto como una tragedia estructural del sistema educativo del país, pues implica la 

pérdida de oportunidades, capacidades y recursos para que estos individuos tengan un desarrollo pleno, al mismo 

tiempo de que también representa y evidencía una pérdida de recursos económicos y humanos muy importante, los 

cuales son necesarios e insustituibles para construir una dinámica económica mucho más beneficiosa. 

Pues en un cálculo realizado a partir de datos que proporciona la SEP en el compendio “Principales Cifras del 

Sistema Educativo Nacional”, indica que un millón 47 mil 718 niños y jóvenes que se inscribieron en el sistema 

escolarizado dejaron la escuela. La estimación equivale a que por cada uno de los 200 días de clases del ciclo 

escolar, 5 mil 238 niños o jóvenes dejaron de estudiar. 

En el caso de la educación superior, la SEP estima que la tasa de abandono es de 7.6%, equivalente a más de 172 

mil 800 alumnos de los 2.2 millones registrados. Al detallar la evolución de la deserción entre 2005 y 2012, la SEP 

reporta tasas cada vez más bajas, a excepción de la educación superior, donde la cifra de 7.6% es similar a la 

reportada hace siete años. 

En el compendio también se detalla que el gasto nacional en educación por alumno de licenciatura o posgrado es, 

en promedio, de 67 mil 600 pesos. Mientras que el costo total de abandono en todos los niveles fue de más de 34 

mil 139 millones 660 mil pesos; cifra equiparable al presupuesto destinado a la UNAM en 2014. 

Por su parte, el Instituto Internacional de la UNESCO para la Educación Superior en América Latina y el Caribe 

elaboró un informe donde se agrupan en cuatro categorías las principales causas o factores incidentes en la 

deserción dela Educación Superior: 

1.- Entre las causas externas las principales son las condiciones socioeconómicas tanto del estudiante como del 

grupo familiar, tomando en cuenta factores como el lugar de residencia, el nivel de ingresos, el nivel educativo de 

los padres, el ambiente familiar, y la necesidad de trabajar para mantenerse o aportar a su familia, entre otros. 

2.- Entre las causas propias del sistema e institucionales se encuentra: el incremento de la matrícula, la carencia de 

mecanismos adecuados de financiamiento del sistema, en especial para el otorgamiento de ayudas estudiantiles, 

créditos y becas; las políticas de administración académica basadas en el ingreso y cupo de la institución, etc. 



3.- En cuanto a las causas de orden académico se pueden considerar: la formación académica previa, los exámenes 

de ingreso, el nivel de aprendizaje adquirido y la insuficiente preparación de los profesores para enfrentar la 

población estudiantil que actualmente ingresa a las universidades. 

4.- Las causas personales de los estudiantes, en las que cabe enumerar aspectos de orden tanto motivacional como 

de actitud, tales como: la condición de actividad económica del estudiante, aspiraciones y motivaciones personales, 

la disonancia con sus expectativas, su insuficiente madurez emocional y las aptitudes propias de su juventud; así 

como las expectativas al egreso de la carrera en relación con el mercado laboral. 

Otro motivo en razón de la presente exposición de motivos, es que el interesado, al no poder ingresar a una 

institución pública de estudios superiores por no contar con los recursos intangibles, como pueden ser los 

intelectuales, y no poder obtener una beca o ayuda financiera en una institución privada, debiera contemplarse la 

viabilidad del diseño de un instrumento y/o estímulo fiscal para poder deducir los pagos de 

colegiatura  correspondientes a licenciatura, maestría y doctorado, y no sólo de preescolar hasta bachillerato, como 

actualmente es posible gracias al decreto anteriormente mencionado. 

Pues de acuerdo con Estadísticas del INEGI publicadas en 2013, en el marco del Día Internacional de la Juventud, 

uno de cada cuatro jóvenes de 20 a 24 años cuenta con algún grado aprobado a nivel superior; de los cuales el 64% 

sigue asistiendo a la escuela en la búsqueda de la continuidad de sus estudios. Sin embargo, en el siguiente rango 

de edad de 25 a 29 años se observa que los jóvenes tienen ese mismo nivel de estudios pero sólo el 17% de 

ellos  continúa asistiendo a la escuela. 

Con resultados similares, la Fundación Beca elaboró otro análisis donde informa que en México sólo 7% de los 

estudiantes que terminan licenciatura realizan estudios de posgrado, aún pese a que contar con mayor 

escolarización permite acceder a salarios más altos y a mejores condiciones laborales. Pues en el país, de 2.5 

millones de estudiantes que cuentan con una licenciatura,  tan sólo 200,000 estudian una maestría o posgrado. 

Esta situación afecta con mayor fuerza a los grupos de menores ingresos de nuestro país; por lo que las finanzas y 

la eficiencia en el gasto se hace aún más crítico. Por ello es importante una reforma fiscal objetivada en materia 

educativa, dadas las urgentes necesidades de inversión y capacitación en el sistema educativo del país. Son 

indispensables más recursos y facilidades ya que, por el actual perfil demográfico de México, es ahora cuando se 

requiere la financiación en la educación superior para la formación y desarrollo profesional y académico de 

nuestros jóvenes. 

En el Panorama Educativo 2012, de la OCDE, se señala que el gasto por alumno en educación superior en México 

está cerca de 8,020 dólares, es decir, alrededor de los 100,000 pesos por semestre y 200,000 al año. Mientras que el 

ritmo de crecimiento del gasto por estudiante de educación superior en nuestro país se elevó significativamente a 

casi un 23% entre 2000 y el 2010. Esto representa no sólo la dificultad de cubrir los costos del pago de 

colegiaturas, sino también los costos asociados al gasto corriente del estudiante, lo cual puede ocasionar un 

problema con dimensiones suficientemente grandes para provocar la deserción escolar, y de este modo, 

comprometer el futuro del país. 

Por otro lado, la SEP reveló los rangos de costos de una carrera en una Institución Particular de Educación Superior 

(IPES), mismos que oscilan desde los 25 mil 967 pesos hasta los 99 mil 322 pesos al año. Por lo tanto, se ubican 

diferentes niveles de calidad: 

-Nivel 1 de calidad.- Denominado Requisitos Esenciales. Estas instituciones cumplen con los requisitos mínimos 

que pide la SEP para otorgarles el Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE); tienen profesores, 

infraestructura, programas de estudio y cuentan con menos de 500 estudiantes sumando un total de 789 en todo el 

país. Además, cobran entre 25 mil a 29 mil pesos y en ellas estudian alrededor de 55 mil estudiantes. 

 

-Nivel 2 de calidad.- Denominado Planeación Operativa y Estratégica. Estas instituciones son un poco más 



grandes, con mecanismos de mejora académica e institucional, y en donde cobran entre 39 mil y 52 mil pesos al 

año de colegiatura y atienden al 2% de la matrícula, que significa un poco más de 9 mil 458 estudiantes. 

-Nivel 3 de Calidad.- Denominado de Control Sobresaliente o Satisfactorio. En estas instituciones se cobra entre 39 

mil y hasta 54 mil pesos al año y tienen una matrícula de 43 mil 615 alumnos. 

 

-Nivel 4 de Calidad.- Denominado de Calidad Asegurada o Total. Dichas instituciones cobran entre 55 mil y 60 mil 

pesos al año y tienen una matrícula de 87 mil 22 estudiantes. 

 

-Nivel 5 de Calidad.- Denominado de Liderazgo Nacional e Internacional. En este nivel de calidad se cobran 

colegiaturas de 73 mil a 100 mil pesos al año y cuentan con una matrícula de 108 mil 209 alumnos. 

Como se puede notar, las instituciones que cuentan con más prestigio por el nivel de calidad  educativa que 

ofrecen, representan también, una inversión económica y un ingreso económico familiar mucho más alto que 

permita cubrir los costos por concepto de colegiaturas. 

Es evidente que la mejor inversión de un país reside en su educación, pues es la proyección más precisa que se 

puede hacer de una nación en cuanto a la calidad educativa que brinda. Sin embargo, hasta la fecha, en vista de que 

el estado no ha podido proporcionar la enseñanza con una cobertura total y de calidad invirtiendo los recursos 

suficientes para brindarla, ni la capacidad para ofrecer a todos los mexicanos una educación completa y eficiente, 

muchos mexicanos se ven forzados a optar por utilizar los servicios de educación particular; o cuando los recursos 

no le son suficientes se recurre a instituciones de educación que tienen participación gubernamental y sus cuotas 

por inscripción y colegiatura no son tan altas. Pues es ineludible el tema de la baja oferta educativa que se ofrece 

por parte del Estado; además de que también, desde hace algunos años, ésta se ha venido contrayendo en 

contraposición con la demanda por educación que se ha venido incrementando en la última década. Es decir, la 

demanda por educación está en aumento, pero la oferta ofrecida por el estado no es suficiente. 

Tomando como ejemplo casos como el de la UNAM, en el 2013 se registró una demanda con un poco más de 111, 

164 aspirantes a licenciatura, de los cuales, sólo 7 mil se vieron beneficiados; dejando fuera a un poco más de 

100,000 personas que no obtuvieron ingreso. 

Citando un ejemplo más, encontramos el caso del IPN (Instituto Politécnico Nacional), en el que un poco más de 

22 mil alumnos fueron aceptados de los 97 mil 614 que solicitaron presentar el examen de admisión, dejando a más 

de 75 mil personas sin la posibilidad de llevar a cabo sus estudios en dicha institución. 

Esto nos coloca ante una realidad nacional en donde los servicios de educación pública, además de ser insuficientes 

y de baja calidad, son deficientes, por lo que una gran cantidad de familias se ha visto en la necesidad de recurrir a 

los servicios de educación privados, representando esto una gran inversión y gasto que, muchas veces, es 

insostenible. 

Sin embargo, quienes se encuentran ante esta disyuntiva o no tienen la posibilidad de decidir entre el sector público 

o el privado, desisten y deciden invertir tales montos en cualquier otra actividad de gasto corriente. 

No obstante, de obtener algún estímulo fiscal, las cifras aquí presentadas sufrirían para bien una gran 

transformación. Pues el incentivo que proporciona la educación ya no sólo sería profesional, laboral o incluso, 

cultural, sino que sería un incentivo económico. Y al reflejarse éste de manera directa en la economía de los 

contribuyentes o de aquellos que cubren costos por su educación, se estaría apostando por fortalecer no sólo al 

sistema educativo, sino también a las familias de nuestro país. 

Es por ello que ha sido necesario que los particulares se aboquen a participar creando instituciones educativas 

privadas, resultando imprescindible su intervención en este ámbito, ya que el estado no ha podido satisfacer el 



crecimiento inminente de la demanda educativa por la falta de inversión de recursos públicos,  así como 

difícilmente ha podido garantizar que todos accedan a planteles educacionales sostenidos con recursos del erario, 

por lo que se puede decir que el panorama educacional en nuestro país requiere indispensablemente, tanto de la 

educación oficial o pública, como de la privada o particular reconocida por el estado. 

De esta forma, la educación privada, en todos los niveles de escolaridad, conjuntamente con la oficial, es 

absolutamente indispensable toda vez que viene a coadyuvar en la enseñanza con los actuales insuficientes 

esfuerzos públicos, posibilitando de manera real que los ciudadanos tengan un acceso a la educación para un 

constante mejoramiento económico, social y cultural de la sociedad, tal como lo prevé la Constitución como 

derecho humano fundamental. 

Independientemente de que el Estado siempre ha considerado la educación como la más alta prioridad para el 

desarrollo del país; -prioridad que deba reflejarse en la asignación responsable de recursos crecientes para la 

educación, conjuntamente con acciones, y una prioridad plasmada en iniciativas que como principal tarea tengan la 

de implementar programas que mejoren cualitativamente la educación en beneficio del sistema educativo del país-; 

aún así, la situación actual se ha quedado en el retardo con la obligación de seguir el curso del progreso, pues 

pareciera que México se ha atrasado en relación a otros países, mismos que son conscientes de que la inversión en 

la educación es crucial para el crecimiento económico y cultural de un Estado. A ejemplo de ello se encuentra la 

situación de los Estados Unidos de América, el cual incorporó en su legislación tributaria desde 1997 una 

deducción de 500 dólares por cada hijo para educación; que actualmente son mil dólares, y hasta 2 mil dólares 

cuando se tenga la intención de enviar a un hijo a estudiar a otro país. 

Sin duda alguna, los inconvenientes educativos de nuestro país deben combatirse desde distintos frentes para 

asegurar una sociedad en condiciones más igualitarias y con mejores oportunidades de desarrollo, cuyos frutos se 

vean reflejados a través de una planta laboral con más productividad y mayores niveles de investigación y 

desarrollo. 

Es por ello el deseo de la que suscribe, que la presente iniciativa tenga como objetivo principal el desahogar un 

poco la difícil situación económica que atraviesan miles de familias mexicanas, brindándoles, así, la oportunidad 

para que el interesado pueda seguir profesionalizándose en el ámbito educativo y, consecuentemente, mejorar su 

condición económica a través de sus ingresos laborales viéndose favorecido por un empleo mejor remunerado. 

Es obvio, además de ineludible, la necesidad de cambiar las reglas para adecuarlas a los nuevos tiempos que 

vivimos. La construcción de un país más equitativo y con mejores sistemas de desarrollo social es posible a través 

de esta legislación. Es hoy cuando tenemos la oportunidad para generar los cambios necesarios que permitan 

mejorar el ingreso de las familias y su acceso a los servicios sociales, y sobre todo, educativos. El lograr un país 

más educado y una sociedad con un ingreso más retributivo es posible, y más con la transición democrática y 

educativa que otorga las oportunidades para subsanar la situación económica que atraviesan muchas familias 

mexicanas. 

Educar a una sociedad para la vida constituye un complejo, arduo y difícil trabajo por ser un derecho fundamental 

del hombre y más aún, al borde de una sociedad cada vez más polarizada por la globalización y la ignorancia. La 

nación mexicana ruega por individuos mayormente preparados y conscientes; con ideales y valores bien definidos 

para que sean capaces de afrontar los retos del presente y del futuro con una identidad segura y propia de una 

cultura íntegra. Es claro que el camino que ocupa esta etapa de transición es uno lleno de complicaciones e 

impedimentos que habrán de resolverse, pero también es prometedor que, al poner en marcha el plan, éste será 

cada vez menos difícil y más frutos rendirá. 

Es por ello una necesidad acompañada de una exigencia, la intensión de la que suscribe para que esta H. Cámara de 

Diputados, inicie la discusión y apruebe la presente iniciativa a fin de que, a partir de ello, las dependencias y 

organismos encargados de la formulación de políticas públicas procuren brindar las mayores facilidades posibles 

para el desarrollo educacional de los mexicanos. 



La igualdad exige, por tanto, que si unos contribuyentes no tienen la obligación de gastar en los pagos de 

colegiaturas porque sus hijos o dependientes reciben la educación gratuitamente, a diferencia de los otros que sí 

pagan, entonces, éstos tengan la oportunidad de que se les conceda un beneficio fiscal para poder reducir de sus 

ingresos el monto erogado por dicho concepto. 

Esto se sustenta por el principio de simetría tributaria o fiscal, mismo que obliga al sistema tributario a que todo 

gasto que implique la obtención de un ingreso para un contribuyente, permita a otro deducirlo o reducirlo hasta por 

el monto erogado, en virtud de que constituye una base gravable ya sujeta a imposición. Este principio ha sido tesis 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Es por ello que para beneficio del amplio sector de mexicanos que estudian o tienen a sus familiares estudiando en 

instituciones privadas, se propone la creación de un estímulo fiscal correspondiente al pago de colegiaturas de los 

niveles educativos profesionales de licenciatura y posgrado, siendo éstos maestría y doctorado. 

Todo esto con objetivo de que, siendo ya bastante amplia la exposición de motivos, la presente se someta a seria 

valoración y logre convertirse en un incentivo a la educación para que todos los interesados alcancen aún más 

progreso en su desarrollo profesional y académico. 

Con lo anteriormente expuesto, y con la finalidad de adecuar el ámbito normativo, la suscrita Diputada Tania 

Margarita Morgan Navarrete del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional acude a esta soberanía para 

someter a consideración de esta Honorable Cámara de Diputados la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción IX al artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta, incorporando como deducción autorizada la correspondiente a los gastos generados por educación 

básica, media superior y superior para quedar como se presenta a continuación: 

I N I C I A T I V A 

CAPÍTULO XI 

DE LA DECLARACIÓN ANUAL 

Artículo 150… 

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que obtengan ingresos de los señalados en este Título, para 

calcular su impuesto anual, podrán hacer, además de las deducciones autorizadas en cada Capítulo de esta Ley que 

les correspondan, las siguientes deducciones personales: 

I… 

II… 

III… 

IV… 

V… 

VI… 

VII… 

VIII… 



IX.       Los pagos por servicios de enseñanza correspondientes a los tipos de educación básico, medio superior y 

superior a los que se refiere la Ley General de Educación, efectuados por el contribuyente para sí, para su 

cónyuge o para la persona con la que viva en concubinato y para sus ascendientes o descendientes en línea 

recta, siempre que dichas personas no perciban durante el año de calendario ingreso en cantidad igual o 

superior a la que resulte de calcular el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente elevado al 

año y se cumpla con lo siguiente: 

a) Que los pagos se realicen a instituciones educativas privadas que tengan autorización o reconocimiento de 

validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, y  

b) Que los pagos sean para cubrir únicamente los servicios correspondientes a la enseñanza del alumno, de 

acuerdo con los programas y planes de estudio que en los términos de la Ley General de Educación se hubiera 

autorizado para el nivel educativo de que se trate. 

c) Que los pagos a los que se refiere el primer párrafo de la presente fracción deberán realizarse mediante 

cheque nominativo del contribuyente, traspasos de cuentas en instituciones de créditos o casa de bolsa o 

mediante tarjeta de crédito, de débito o de servicios. 

Para la aplicación de la deducción a que se refiere esta fracción se deberá comprobar, mediante documentación 

que reúna requisitos fiscales, que las cantidades correspondientes fueron efectivamente pagadas en el año de 

calendario de que se trate a instituciones educativas residentes en el país. Si el contribuyente recupera parte de 

dichas cantidades, la deducción únicamente será aplicable por la diferencia no recuperada. 

1) Sobre los montos y cantidades que podrán ser sujetos a deducción por nivel educativo 

La cantidad que se podrá disminuir en los términos del artículo primero de la presente fracción no excederá, 

por cada una de las personas a que se refiere el citado artículo, de los límites anuales de deducción que para 

cada nivel educativo corresponda, conforme a la siguiente tabla: 

 

Nivel Educativo Límite anual de deducción 
Preescolar $14,200.00 

Primaria $12,900.00 

Secundaria $19,900.00 

Profesional técnico $17,100.00 

Bachillerato o su equivalente $24,500.00 

Licenciatura $13,300.00 

Posgrado $11,300.00 

2)  Sobre las limitantes a deducir 

La deducción a la que se refiere la presente fracción no será aplicable a los pagos: 

a) Que no se destinen directamente a cubrir el costo de la educación del alumno, y  

b) Correspondientes a cuotas de inscripción o reinscripción.  

Para los efectos de esta fracción, las instituciones educativas deberán separar en el comprobante fiscal el monto 

que corresponda por concepto de enseñanza del alumno. 

Tampoco será aplicable la deducción a la que se refiere la presente fracción cuando las personas mencionadas 

en el primer párrafo de esta fracción reciban becas o cualquier apoyo económico público para pagar los 

servicios enseñanza, hasta por el monto que cubran dichas becas o apoyos. 



Para los efectos de lo dispuesto en la presente fracción, los adoptados se consideran como descendientes en 

línea recta del adoptante y de los ascendientes de éste. 

T R A N S I T O R I O S 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro; Cámara de Diputados, a 7 de Julio de 2014. 

Diputada Tania Margarita Morgan Navarrete 

 

 


